
El art. 84 de la Constitución de la República del Ecuador de 2008 establece,
como garantía normativa, la obligación de la Asamblea Nacional y de todo órgano
con potestad normativa de adecuar formal y materialmente las leyes y demás nor-
mas jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y los tratados interna-
cionales y los que sean necesarios para garantizar la dignidad del ser humano o de
las comunidades, pueblos y nacionalidades. Finalmente señala que en ningún caso
[...] las leyes [...] atentarán contra los derechos que reconoce la Constitución.

De manera complementaria a la garantía normativa, con la finalidad de
hacer realidad esta adecuación, en la misma Constitución se ha previsto una ga-
rantía extrainstitucional o social;1 como garantía social indirecta; esto es, la par-
ticipación social en el procedimiento legislativo, la cual está prevista en el segundo
inciso del art. 137 de la Constitución: “Las ciudadanas y los ciudadanos que ten-
gan interés en la aprobación del proyecto de ley, o que consideren que sus dere-
chos puedan ser afectados por su expedición podrán acudir ante la comisión y ex-
poner sus argumentos”.

Esta garantía de participación en el proceso legislativo es una verdadera
audiencia pública previa a la adopción de normas por parte de los parlamentos,
que permite que las personas y grupos sociales hagan sentir su voz en el proceso
de construcción del Derecho,2 y tiene especial relevancia para la “supervisión de
la observancia por parte de los órganos políticos del contenido esencial de los de-
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rechos y de las obligaciones de no discriminación, no regresividad y progresivi-
dad”.3

Esta garantía permitiría concretar lo que Hanna Arendt definía por par-
ticipación: “quiere decir tener el sentimiento de estar, y más precisamente, tener
derecho a tener derechos”4 y que Claude Lefort complementa como “el sentimiento
de los ciudadanos de estar involucrados en el juego político, de ser tomados en
cuenta en el debate político y no el sentimiento de tener que esperar pasivamente
las medidas favorables a su destino”.5

Sin embargo, este derecho –pese a estar formalmente vigente– tampoco
ha sido respetado ni cumplido por parte de la Asamblea Nacional; es así como la
participación social en el trámite de las leyes ha sido reducida a una mínima ex-
presión, cuando no completamente desconocida, lo que ha determinado que los
aportes sociales, tendientes a exigir la adecuación material de los proyectos de ley
a la Constitución, no sean reconocidos. Esto ha sucedido en los casos de la Ley de
Minería, la Ley Orgánica del Servicio Público, el proyecto de ley de recursos hí-
dricos, el proyecto de ley de comunicación, entre otros.

Aquí se analiza estrictamente el procedimiento adoptado por las comisiones
especializadas de la Asamblea para tratar las observaciones presentadas por la so-
ciedad civil en los siguientes proyectos de ley, en materia de derechos humanos:

Proyecto de ley reformatoria a la ley de seguridad pública y del Estado6

El proyecto de ley reformatoria propone que, en el lit. b del art. 11, se agre-
gue como tercer inciso, el siguiente texto: 

Las Fuerzas Armadas intervendrán, por disposición del Presidente y con-
forme a las condiciones establecidas en la presente ley, en la protección interna y
el mantenimiento y control del orden público, cuando por circunstancias de evi-
dente necesidad, se haga indispensable su contingente para la prevención, con-
trol y restricción del delito. 

Así como la inclusión del art. 23, del siguiente art. innumerado: 

Art. ... Empleo de las Fuerzas Armadas para la prevención, control, y res-
tricción del delito. Los ministros del ramo mediante acuerdo inter ministerial, po-
drán disponer que las Fuerzas Armadas intervengan en acciones destinadas a la
protección interna y mantenimiento y control del orden público, que incluye con-
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trol de armas, inteligencia antidelictiva, operativos preventivos y demás operati-
vos para el control del delito.
En el informe de la comisión para el primer debate, se hace constar la sis-

tematización de las observaciones realizadas por los asambleístas y la ciudadanía.7

En la matriz de observaciones se recogen los aportes de Fredy Rivera y de Daniel
Pontón quienes coinciden en que los roles y campos de acción de la policía y las
Fuerzas Armadas están claramente definidos en la Constitución y la ley. 

Sin embargo, estas observaciones, pese a su pertinencia en lo relativo a sal-
vaguardar la supremacía de la Constitución, no son consideradas en la versión fi-
nal del proyecto de ley, presentado por la comisión para el segundo debate del pleno;
es así como en la exposición de motivos se señala: “si bien el empleo de las Fuerzas
Armadas tiene como misión fundamental la defensa externa del país, las circuns-
tancias [en que las capacidades de la Policía Nacional puedan verse sobrepasadas]
hacen imperativo que la autoridad disponga de la prerrogativa del uso subsidia-
rio de estas fuerzas para hacer frente a emergencias en el orden público”.

Y en el artículo innumerado que se propone agregar a continuación del
art. 23, se mantiene la propuesta de reforma legal para la intervención subsidiaria
de Fuerzas Armadas, se señala textualmente: 

Art. ... Empleo subsidiario de las Fuerzas Armadas: las Fuerzas Armadas,
sin descuidar su misión fundamental de defensa externa, intervendrán por dis-
posición de la Presidenta o Presidente de la República en la protección interna,
el mantenimiento y control del orden público y seguridad ciudadana, cuando por
circunstancias de evidente necesidad, o de inminente alteración del orden público,
se haga indispensable su contingente. Para tal propósito el Presidente o Presidenta
de la República requerirá de la asesoría y recomendación del Consejo de Seguridad
Pública y del Estado. 

En el informe de la comisión para segundo debate del proyecto de ley, emi-
tido el 30 de marzo de 2011, no se hace mención a ninguna observación adicio-
nal de la sociedad civil. Actualmente, el proyecto de ley que es contrario al conte-
nido material de la Constitución, se mantiene.

Proyecto de ley sobre enfermedades catastróficas8 

En este proyecto de ley, varios asambleístas9 presentaron observaciones.
En las formuladas por Pedro de la Cruz,10 se incorporaron las observaciones de la



Asociación de Apoyo a Pacientes Reumáticos (APARE); en las observaciones pre-
sentadas por Leonardo Viteri, se recogieron los criterios de profesionales de la sa-
lud con especialidades en genética y endocrinología.11

Las observaciones de APARE y de uno de los médicos representantes de
la sociedad civil relativas a agregar las enfermedades autoinmunes como otras en-
fermedades raras o huérfanas, no se recogieron de manera textual en el texto de
la ley reformatoria que finalmente se expidió, si bien se comprenderían incorpo-
radas en la definición de enfermedad catastrófica, prevista en el art. 4 de dicha ley.
La observación de que se agreguen las patologías por malformaciones congénitas
y síndromes genéticos propiamente dichos, son recogidas en el último inciso del
art. 4 de la ley reformatoria en mención.

En el acta de la sesión 42 de la Comisión (18 de mayo de 2011), se hace
constar que se recibe en comisión general a representantes de diversas organizaciones
que trabajan con personas con enfermedades raras o huérfanas. Consta en el acta,
el resumen de las exposiciones de Eliécer Quishpe, Presidente de la Fundación de
personas con enfermedades con depósito lisosomal, quien explicó los síntomas de
estas enfermedades, y las de Nancy Ramos, vicepresidenta de la Fundación hemo-
fílica ecuatoriana, quien solicitó una normativa legal que articule el diagnóstico y
el tratamiento de estas enfermedades. Se hace constar en el acta que varios repre-
sentantes de enfermedades consideradas huérfanas solicitan articular los progra-
mas de atención y ayudas económicas, y que existan medicamentos a bajo costo.

La comisión general que recibe las observaciones de la sociedad civil dura
únicamente media hora. De estas observaciones, se admiten las que propusieron una
normativa sobre diagnóstico y tratamiento, y la relativa a la asistencia médica.

Los integrantes de la comisión no proceden a analizar ni a debatir sobre
las exposiciones de los representantes de la sociedad civil, se pasa directamente a
tratar la resolución de calificación del proyecto de ley. 

Si bien en este caso no se dio paso a una verdadera deliberación sobre los
aportes sociales, se puede evidenciar que el contenido material de la ley orgánica
reformatoria a la Ley orgánica de salud12 permite garantizar la validez sustancial
del derecho a la salud de las personas que adolecen de enfermedades catastróficas,
raras o huérfanas, a través del sistema nacional de salud; para lo cual se estable-
cen obligaciones claras y concretas13 y se establece que el Ministerio de Finanzas
realice la reclasificación presupuestaria, a fin de que el Ministerio de Salud Pública
cuente con fondos para cumplir sus obligaciones.14
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Conclusiones

Del análisis de estos dos casos, se evidencia que el derecho a la participa-
ción social en el procedimiento legislativo tiene una efectividad todavía limitada.
Esta situación se deriva de varios factores: primero,  se privilegia la difusión de los
proyectos de ley a través del sitio web de Asamblea;15 segundo, no se cumple lo
dispuesto en el art. 157 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa (LOFL),16 en
lo relativo a que las comisiones generen foros de consulta, mesas itinerantes a di-
versos lugares del territorio nacional, ni el art. 24 del Reglamento de la LOFL res-
pecto a la obligación de promover el acercamiento, la participación e interrelación
de la sociedad civil con los asambleístas e informar a la ciudadanía sobre lo reali-
zado;17 y tercero, que no se han creado las condiciones objetivas que propicien el
ejercicio de este derecho a través de la generación de espacios verdaderamente de-
mocráticos en donde la deliberación permita la adopción de decisiones sobre el
contenido de los proyectos, respetando su adecuación a la Constitución y a los es-
tándares del corpus iuris de los derechos humanos.

Se pone de manifiesto que el procedimiento adoptado en las dos comi-
siones es distinto, y esto porque no está reglado en su integralidad el procedimiento
que las comisiones de la Asamblea Nacional deben dar a las observaciones y apor-
tes de la sociedad civil; los mecanismos específicos para su procesamiento, siste-
matización, análisis y estudio y no se establece la obligatoriedad de que el asam-
bleísta motive debidamente sus decisiones de incorporar o no las observaciones
sociales, lo que da paso a un ejercicio discrecional.

Solo la efectividad del derecho a la participación social en el procedimiento
legislativo, como garantía extrainstitucional social permitirá, a su vez, la efectivi-
dad de la garantía normativa del art. 84 de la Constitución de la República del
Ecuador.
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